Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 17 minutos.) 
Dese cuenta de los asuntos entrados que ya fueron remitidos a los respectivos despachos. 
(Se da de los siguientes:) 


“Nota remitida por la Presidencia de ASSE, de fecha de 13 de agosto de 2012, en respuesta 
a la Nota N* 59/12, de fecha 8 de agosto de 2012, por la que se comunica que respecto a la invitación 
cursada al señor Director del Centro Nacional "Portal Amarillo”, el Directorio resolvió que enviará 
oportunamente su opinión respecto del proyecto de ley a estudio relacionado con delitos cometidos por 
funcionarios policiales y tráfico de pasta base de cocaína (Carpeta N* 918/2012). 


CARPETA N* 967/2012. Redes Informáticas. Se declara la protección de los derechos al 
honor y a la intimidad y se prohíbe la censura previa. Proyecto de ley con exposición de motivos 
presentado por el señor Senador Pedro Bordaberry. (Distribuido N* 1576/2012). 


Comunicación remitida vía e-mail por el Ministerio del Interior con una redacción sustitutiva 
del proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo por el que se tipifican delitos y se modifica el artículo 
365 del Código Penal en relación al tráfico ilícito de armas (Carpeta N* 845/2012- Dist. N* 1343/2012). 
La Comisión solicitó al señor Subsecretario del Interior que aportara redacciones, en sesión de 3 de 
julio de 2012 (Distribuido N* 1485/2012).” 


En el día de hoy se reparte y se da cuenta en la Sesión. 


“CARPETA N? 973/2012. ASOCIACIÓN NACIONAL DE AFILIADOS (ANDA). Se extiende el 
servicio de garantía de alquiler a los arrendamientos de locales comerciales e industriales con destino 
a la micro y pequeña empresa. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
(Distribuido N* 1643/2012).” 


-Antes de dar la bienvenida a nuestros invitados y de comenzar esta reunión, queremos dejar 
claro que hemos consensuado suspender la sesión de mañana para luego resolver si pasamos a la 
sesión del próximo martes o celebramos alguna esta semana, en función de las consultas que se 
hagan. 


Tenemos el gusto de recibir al Directorio del Instituto Nacional de Derechos Humanos, a su 
Presidenta, la socióloga Mariana González Guyer, a las doctoras Mirtha Guianze y Ariela Peralta, y a 
los doctores Juan Faroppa y Juan Raúl Ferreira. 


Como todos saben, tenemos a estudio dos proyectos de ley, uno de ellos vinculado a delitos 
cometidos por funcionarios policiales y tráfico de pasta base y otro relativo al Código de la Niñez y la 
Adolescencia. En la tarde de hoy hemos previsto recibir a dos delegaciones y queremos dar prioridad a 
la consideración del primer proyecto de ley. Por lo tanto, la idea es intercambiar opiniones sobre esa 
primera iniciativa para luego, si queda tiempo, abordar el segundo proyecto de ley. En el caso de que el 
tiempo no sea suficiente -dado que no queremos hacer esperar a la delegación que está citada para 
más tarde-, volveremos a  convocarlos cuando comencemos a analizar el otro tema, 
independientemente de que quieran dejarnos algún material escrito al respecto. Quiero aclarar que 
nuestra idea es contar con vuestra opinión en estos temas. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Agradecemos la convocatoria puesto que es la primera que recibimos, como 
institución, dentro de las competencias y facultades que nos establece la ley. Dado que nos habían 
convocado para dar nuestra opinión con respecto a los dos proyectos de ley, nos hemos permitido traer 
por escrito algunas consideraciones. 


A continuación voy a dar lectura a las relativas al proyecto de ley sobre tráfico de la pasta 
base. Comenzaré por el punto dos, leyendo algunos puntos generales, para luego pasar al punto 
cuatro que trata específicamente las modificaciones a las penas establecidas para algunos delitos. “La 
Institución Nacional de Derechos Humanos reconoce la voluntad de las autoridades competentes 
respecto a la necesidad de adoptar las medidas pertinentes para garantizar aquellos derechos 
humanos que pueden verse lesionados frente a situaciones de violencia o delito. El adecuado abordaje 
de este tipo de situaciones, que preocupan actualmente a gran parte de la sociedad uruguaya, es un 
requisito esencial para que el Estado cumpla con sus obligaciones de defender, promover y proteger 
los derechos humanos, conforme lo establece la Constitución de la República y las normas y principios 
del Derecho Internacional en la materia.” Voy a leer el punto 3.1, que es de carácter general. “La 
jurisprudencia y la doctrina especializadas han venido afinando en los últimos tiempos cuál es la 
naturaleza de las obligaciones del Estado respecto al plexo normativo de derechos cuyo goce puede 
verse afectado por hechos violentos o delictivos. En este sentido, se señala que estos derechos son: el 
derecho a la vida; el derecho a la integridad física; el derecho a la libertad y la seguridad personales; y 
el derecho al disfrute pacífico de los bienes. Sin perjuicio de ello, y como lo señala la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos: “las obligaciones positivas y negativas del Estado respecto a 
la seguridad ciudadana también comprometen el derecho a las garantías procesales y a la protección 
judicial; el derecho a la privacidad y a la protección de la honra y la dignidad; el derecho a la libertad de 
expresión; el derecho a la libertad de reunión y asociación; y el derecho a la participación en los 
asuntos de interés público”. Desde el punto de vista de los estándares internacionales sobre defensa, 
promoción y protección de los derechos humanos, se sostiene que, en el campo de la prevención y 
control de la violencia y el delito, el Estado puede avanzar en el cumplimiento de sus obligaciones 
(sean éstas de no hacer como de hacer) mediante el diseño e implementación de una política pública 
sobre seguridad ciudadana. De acuerdo también a lo que señala la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, esta política pública es necesariamente integral, y se caracteriza especialmente 
por su estructura tridimensional, que haga posible a las autoridades competentes avanzar, 
simultáneamente, en tres área esenciales: institucional, normativa y preventiva. 


El área institucional tiene que ver con la capacidad operativa del aparato estatal para cumplir 
con sus obligaciones en materia de derechos humanos. Esto implica considerar los recursos humanos 
y materiales asignados al Poder Judicial; el Ministerio Público; la defensa pública; las fuerzas policiales 
y el sistema penitenciario, entre otros actores estatales clave. 


Por su parte, el área normativa se refiere a la adecuación del marco jurídico, tanto a las 
necesidades para la prevención o represión del delito y la violencia, como para el desarrollo del 
procedimiento penal o la gestión penitenciaria. En esta dirección, la legislación interna debe articular 
equilibradamente las potestades de las instituciones estatales -sistema judicial, policial y penitenciario- 
con las garantías de los derechos humanos. 


Completando este esquema, en el área preventiva se incluyen responsabilidades que exceden 
las competencias asignadas a la administración de justicia y la policía. En este caso, se incorporan 
aquí las acciones no punitivas que deben implementar otras agencias estatales del gobierno central y 
de los gobiernos locales en cooperación con organizaciones de la sociedad civil, la empresa privada y 
los medios de comunicación. 


A partir de este encuadre, la Institución Nacional de Derechos Humanos opina que algunas 
de las soluciones incorporadas en el proyecto de ley analizado no serían compatibles con la 
mencionada concepción de política pública de seguridad ciudadana, en la medida que no abordan 
ponderadamente la relación entre las áreas institucional, normativa y preventiva, a la vez que proponen 
medidas que pueden no adecuarse a nuestra normativa vigente sobre derechos humanos”. 


SEÑOR GALLINAL.- Antes de que continúe con la exposición la señora González, quiero dar la 
bienvenida -porque me incorporé a la Comisión unos minutos más tarde- a los integrantes de esta 
institución en la que todos tenemos depositadas grandes expectativas y mucha confianza, no 
solamente por el valor que tiene en sí misma sino también por las condiciones personales de cada uno 
de sus integrantes. En ese sentido, les quiero desear una vez más mucho éxito en esta temática que, 
sin dudas, es apasionante, cada día adquiere mayor importancia y resulta más abarcativa. 


Con respecto a la exposición, me parece que no tenemos derecho a pedirles que nos lean 
las doce carillas que contiene. Además, resultaría un poco tedioso que así lo hicieran teniendo en 
cuenta que, luego, probablemente haremos algunas preguntas sobre esta temática. La quise detener 
en esta última reflexión, justamente, por esa incompatibilidad que se ha señalado en el informe. 
¿Cuáles son los elementos determinantes para un pronunciamiento de esa naturaleza? Obviamente, 
les constará que hay quienes queremos ir más allá de eso; incluso, por distintos mecanismos, ya se ha 
planteado la posibilidad de llegar a la baja de la edad de imputabilidad. O sea que si nos encontramos 
con consideraciones de estas características sobre un tema cuya dimensión o alcance no es tan fuerte 
como en el otro, preguntaría cuál es el fundamento en función del cual creen lo que acaba de afirmar la 
señora Presidenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la delegación está en condiciones de responder en este momento, así 
procederemos. Luego de ello, propongo terminar con las consideraciones generales para luego pasar a 
los mecanismos de trabajo acordados. Independientemente de responder a las consultas del señor 
Senador Gallinal, la idea es tratar algunos aspectos generales y abordar el tema relativo al aumento de 
pena de la policía y por el tráfico de pasta base, para luego recibir las preguntas de los señores 
Senadores. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- En función de lo planificado, preferiría dar lectura de la página siete en 
adelante, porque hubo un cambio de planes en cuanto a los proyectos de ley a discutir, y luego 
contestar la pregunta del señor Senador, como también cualquier otra inquietud que se pueda plantear. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señora Presidenta. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- A continuación, paso a leer el punto 4. “En segundo lugar, se presentará la 
opinión de esta Institución en relación al proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación 
penal, agravando las penas establecidas para algunos delitos (en los casos de tráfico de pasta base y 
de corrupción policial o de funcionarios que cumplan funciones en establecimientos de detención). 


Se propone incrementar las penas para determinados delitos cuando fueren cometidos por 
funcionarios policiales encargados de la custodia de detenidos y en especial sobre el artículo 4%, que 
fija un guarismo mínimo de tres años para todos aquellos ilícitos vinculados a cualquiera de los tipos 
penales previstos en el Decreto-Ley N* 14,294, en la redacción dada por la Ley N* 17.016, arts. 30 a 
35. 


En forma coincidente con lo expresado anteriormente al analizar el concepto de política 
pública sobre seguridad ciudadana, la Institución Nacional de Derechos Humanos entiende, con 
carácter general, que el control estatal no solo debe discurrir por los cauces proporcionados por el 
derecho penal con el aumento de las penas, respondiendo a situaciones coyunturales. 


Específicamente, respecto a los arts. 1%, 2? y 3 del proyecto de ley analizado, se entiende que 
una administración carcelaria saneada, con funcionarios capacitados, y sujeta a controles 
racionalmente impuestos, sería la mejor garantía de su transparencia y buen funcionamiento. 
Conforme a la experiencia histórica en esta materia, la amenaza de una sanción penal algo más severa 
para aquellos funcionarios que incurran en tales delitos, difícilmente logre el efecto disuasor que se 
pretende, ni elimine o minimice el riesgo de corrupción. 


En ese marco, la Institución Nacional de Derechos Humanos entiende que solo un tratamiento 
realmente integral de la problemática carcelaria y, en general, de los sistemas de reclusión, podría ser 
útil y eficiente para prevenir, y en última instancia evitar, las conductas criminales que subyacen como 
motivación de este proyecto de ley. 


La corrupción carcelaria debe, por supuesto, ser erradicada de raíz. Es fuente de múltiples violaciones 
de los derechos humanos, que no solo afectan a los internos, sino también en gran medida al personal 
penitenciario. No obstante, y volviendo a la concepción antes citada sobre política de seguridad 
ciudadana, no parece que exclusivamente el aumento de penas propuesto conduzca a ese resultado, 


si no se atiende, simultáneamente, a los aspectos preventivos y  operativo-institucionales 
comprometidos. 


El Mecanismo Nacional de Prevención, al que se refiere el Protocolo Facultativo de la 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, cuyas 
funciones deberá cumplir esta Institución (según dispone el art. 83 de la Ley N* 18.446) puede ser una 
herramienta eficiente, una vez consolidado, para ocuparse oportunamente del funcionamiento de los 
diferentes establecimientos de privación de libertad, formulando las recomendaciones que se estimen 
procedentes. 


Otro punto que incorpora este proyecto de ley es el agravamiento de la pena mínima en 
aquellos delitos que importen cualquier tipo de transacción que tenga como “objeto material cocaína 
que contenga impurezas producto de elaboración y/o adulteraciones no aptas para el consumo 
humano”. En la exposición de motivos se nombra específicamente como objeto material a la 'pasta 
base de cocaína”. 


En principio, debe señalarse que, para brindar una opinión técnicamente sustentada sobre 
este tema sería necesario acceder a información objetiva que surja de una base de datos ciertos sobre 
los resultados del consumo de esta droga en la salud (bien jurídico tutelado). Tampoco existe este tipo 
de información sobre la incidencia real que el consumo de esta droga eventualmente tendría en la 
comisión de actos delictivos violentos. 


Estas observaciones son relevantes en cuanto el guarismo mínimo de la pena abstracta 
proyectada se fija en tres años, cualquiera sea la conducta en que haya incurrido el sujeto. Sabido es 
que los artículos precitados contienen una multiplicidad de verbos típicos que pueden comprender 
desde el tráfico masivo hasta la tenencia de una pequeña cantidad que se considere excesiva para el 
consumo o pequeñas transacciones enmarcadas en el suministro. 


El texto proyectado parece ser contradictorio con un antecedente que necesariamente debe 
ser citado: la Ley N* 17.016, de 1998, modificativa del Decreto-Ley N* 14.294, tornó excarcelables 
todas las figuras del art. 30 al 35 de esta norma, rebajando los mínimos. De esa manera, al menos en 
teoría, un traficante de heroína puede ser liberado provisionalmente en cualquier estado de la causa, 
puesto que la pena abstracta así lo permite. En cambio, un adicto que es hallado vendiendo tres 
“lágrimas' de pasta base pasará como mínimo tres años en la cárcel. 


El Secretario General de la Junta Nacional de Drogas, sociólogo Julio Calzada, explicó ante 
esta Comisión que la incidencia de la pasta base de cocaína no aparece regularmente distribuida en 
las diferentes zonas de la capital del país, quedando en evidencia la segmentación social y económica 
que afecta a nuestra sociedad. En este sentido, los sectores poblacionales más excluidos, segregados 
residencialmente y con mayores dificultades de reinserción social desde el punto de vista económico, 
cultural y relacional es donde esta sustancia tiene mayor impacto. De esta exposición surge un claro 
perfil del adicto a la pasta base y de los sectores donde causa estragos. 


Lo anterior lleva a la necesidad de advertir un posible componente discriminatorio en la 
penalización, sin distingos, de cualquier tipo de transacción con pasta base, al hacer más severo, en 
forma desigual, el tratamiento punitivo, afectando a los estratos más excluidos económica y 
socialmente de nuestra sociedad. Complementariamente, no hay en el proyecto de ley comentado, una 
forma de establecer diferencias entre un adicto, que comercializó ocasionalmente una mínima 
cantidad, y un narcotraficante. Y aunque las hubiera, la barrera mínima infranqueable de los tres años 
de penitenciaría, incrementará sensiblemente la población carcelaria con personas adictas jóvenes, sin 
que estén previstos de antemano para su internación, ni los planes y programas dirigidos a aplicar el 
necesario tratamiento de rehabilitación. 


Como conclusión general -esto es en relación con los dos proyectos de ley, pero se ajusta 
también a este último que estamos comentando-, “la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo comparte lo ya señalado por diferentes autores en cuanto a que históricamente, 
en América Latina los problemas derivados de la violencia y el delito se enfrentaron mediante acciones 


de tipo punitivo, en el marco de un modelo estrictamente represivo, basado en el trípode “policía- 
justicia- cárcel”, que dejó de lado las estrategias preventivas. En este marco, la tendencia fue la 
permanente creación de nuevos tipos delictivos; el incremento de las penas; y la apelación a medidas 
de ley y orden o mano dura'. Sin embargo, como destacan importantes estudios regionales, estas 
medidas no han logrado reducir la criminalidad, al tiempo que la impunidad ha avanzado debido a 
deficiencias en los sistemas policiales, judiciales y a la saturación de las cárceles. 


En este marco, la Institución Nacional de Derechos Humanos recomienda que el análisis de 
las acciones que las instituciones competentes deban implementar para garantizar los derechos 
humanos de toda la población en situaciones que implican violencia o criminalidad se desarrolle 
aplicando el concepto de política pública sobre seguridad ciudadana antes definido, contemplando 
simultáneamente medidas preventivas; operativo-institucionales y normativas. Esta estrategia permitiría 
romper el círculo vicioso en que nuestro país (en el contexto de nuestra región) ha repetido 
tradicionalmente, lo que ha tenido como resultado la falta de impacto positivo de las medidas 
implementadas para reducir la incidencia del delito y la violencia en nuestra sociedad”. 


Pedimos disculpas por la lectura que, quizá, pudo haber resultado un poco tediosa, pero los 
integrantes de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo consideramos 
que era la forma más adecuada de dar a conocer nuestra posición. 


Quedamos a disposición de los señores Senadores para contestar las preguntas que nos 
quieran formular. 


SEÑOR MOREIRA.- En términos generales, tengo discrepancias con este proyecto de ley y no creo 
que se consigan los objetivos que se persiguen. No obstante ello, hemos recibido a otras delegaciones 
que nos han presentado soluciones alternativas, con propuestas propias. 


Me gustaría saber si ustedes entienden que estos artículos no deberían ser modificados, es 
decir, que no se debería legislar sobre esta materia. Hago esta consulta en función de que se ha 
hablado de tomar determinadas medidas en el sistema carcelario en materia preventiva, como forma 
de atacar todas las causas del delito. En fin, ¿ustedes consideran que debería haber alguna 
modificación de determinada naturaleza para enfrentar situaciones similares a las que están 
contempladas, con una redacción diferente, o simplemente piensan que esto debería quedar como 
está en la legislación vigente, o sea, sin modificar? 


SEÑOR FAROPPA.- En términos generales, y dentro de las potestades y competencias que tiene la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, entendemos necesario que se 
discuta cualquier modificación al marco jurídico penal dentro de una determinada lógica, lo que implica 
que planteemos nuestra posición sobre la modificación puntual y específica de determinados artículos 
de la legislación penal vigente. 


Desde hace mucho tiempo, en el país se viene analizando una posible reforma del Código 
Penal y de las Leyes Penales, diría, como un todo sistemático, de forma tal que la sociedad uruguaya, 
a través de sus representantes, tenga claro cuáles son aquellas conductas que se juzgan como 
dañinas para la convivencia democrática. La idea es que se conozcan cuáles son las conductas que se 
siguen considerando delictivas y que el sistema de tasación de las penas, o sanciones que se apliquen 
a esas conductas tenga una cierta lógica y una cierta moderación de acuerdo con los bienes jurídicos 
tutelados y el valor que la sociedad uruguaya le da a cada uno de ellos. 


Por tanto, no entramos a considerar especificamente este punto. Desde la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo  -por supuesto, respetuosamente y dentro 
del marco de nuestras competencias- recomendamos que se analice la legislación penal en su 
conjunto, de forma tal que cada una de las conductas que se considere que deben ser sancionadas, 
tengan el tipo de sanción penal que corresponda de manera equilibrada y, repito, tomando en cuenta 
cuáles son los valores o los bienes jurídicos que se quieren tutelar. 


Desgraciadamente, no solamente en nuestro país sino también en la región, muchas veces 
se han hecho ajustes o modificaciones puntuales a la legislación penal que llevaron a que no exista 
esa necesaria dosimetría penal, tan importante en un sistema. Este es nuestro enfoque desde el punto 
de vista estrictamente normativo. 


Ahora bien, teniendo en cuenta lo que entendemos por seguridad ciudadana en el marco de 
los estándares internacionales de protección a los Derechos Humanos, creemos que el tema no se 
resuelve solamente ajustando el marco normativo, aunque sí es claro que este tiene que ser funcional 
a las necesidades de la sociedad uruguaya en estos tiempos, siempre y cuando, además, vaya 
acompañado de los necesarios ajustes a las áreas preventiva y operativa. Se podrá modificar la ley y 
llegar a una ley muy buena, pero si el aparato del Estado no tiene las suficientes herramientas para 
Operar, seguiremos sin encontrarle solución al tema. 


SEÑORA MOREIRA (Constanza).- Doy la bienvenida a los integrantes del Directorio del Instituto 
Nacional de Derechos Humanos. 


La primera pregunta que quiero hacer es para quien tenga a bien contestarla, aunque alguna 
otra la formularé para el señor Faroppa, por haber estado en el Ministerio del Interior. 


Con respecto al proyecto, creo entender que la primera prevención con relación al aumento 
de penas a funcionarios policiales por corrupción no tendría como contrapartida una reducción de los 
delitos de esa índole. Me gustaría saber, concretamente, cómo se llega a la conclusión de que el 
endurecimiento de penas no conduce necesariamente a una reducción del delito. 


La segunda, refiere a un tema sobre el que los frenteamplistas tuvimos una discusión hoy en 
la mañana, que es el de la relación entre el consumo de pasta base y la comisión de actos delictivos 
violentos. En el punto 4.6 ustedes dicen que no existe información sobre la incidencia real que el 
consumo de esta droga eventualmente tendría en la comisión de actos delictivos violentos. Como hay 
una rápida asociación entre pasta base y delitos violentos me gustaría que se pudiera explicar esta no 
relación, al menos empíricamente comprobada, entre delitos violentos y consumo de pasta base. 


Más adelante, en el punto 4.8 se señala que la ley de 1998 tornó excarcelables todas las 
figuras del artículo 30 al 35 de esta norma, y que en este caso tendríamos una especie de asimetría 
normativa entre un traficante de heroína y un traficante de pasta base. La pregunta que quiero hacer es 
si se considera posible diferenciar y separar en un proyecto como este el tráfico del suministro, a fin de 
diferenciar el narcomenudeo del tráfico grande. Me gustaría saber, además, si es posible hacer una 
modificación legal a este proyecto tal como lo tenemos para diferenciar ambas cosas. 


Finalmente, he podido ver que se llama la atención sobre el componente discriminatorio de la 
penalización, con lo que nosotros estamos de acuerdo. Hay un mapa de la pasta base que no coincide 
con el del consumo de otras drogas. 


Aclaro que la pregunta específica a Faroppa -que estuvo en el Ministerio del Interior- es la 
que refiere a la relación entre la pasta base y la comisión de hechos violentos. Supongo que debe 
haber estadísticas que vinculen una cosa con la otra. 


SEÑOR FAROPPA.- El Instituto entiende que no solamente en este tema concreto, sino en general, la 
información que proviene de distintas fuentes competentes en esta materia es, muchas veces, 
insuficiente o contradictoria. El país necesitaría contar con una base de datos confiable que pudiera, de 
alguna manera, coordinar la información que viene del Ministerio del Interior a través de sus diferentes 
unidades ejecutoras, del Poder Judicial y del Ministerio Público, a fin de tener una base de datos única. 
No es novedad que en los últimos tiempos en el país se han dado debates sobre este tema y parece 
necesario que debe existir -la señora Senadora lo sabe por su actividad académica; lo menciono ya 
que estamos hablando de nuestras vidas pasadas- para cualquier tipo de actividad en esta temática, 
que tenga una base seria y objetiva, la información necesaria. 


Sin lugar a dudas, se puede sostener que en los comentarios de la mayoría de la población, 
de algunos medios de comunicación, etcétera, hay una vinculación clara entre el consumo de pasta 
base y la comisión de determinados delitos. Pero una cosa es la opinión pública, que es muy 
respetable, y otra es trabajar científicamente sobre determinada materia, lo que nos exige, repito, 
mejorar en ese sentido. Además, esa es una de las recomendaciones que la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos -en su Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos, de diciembre 
de 2009-, hace a todos los Estados Parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
cuanto a la necesidad de contar con información objetiva y confiable que asegure una participación 
activa de la población en estos temas, en la medida en que es necesario conocer realmente sobre lo 
que se está operando, para poder ejercer otros derechos como el de participar en los asuntos de 
interés público. 


SEÑORA GUIANZE.- Deseo complementar las palabras pronunciadas por el compañero. Respecto a 
la inquietud sobre las leyes y la dosimetría penal, que está absolutamente alterada, realmente no 
encontramos explicación a las modificaciones propuestas. En ese sentido, quiero hacer un poco de 
historia. 


El Decreto-Ley N* 14.294 prácticamente crea todas las figuras inexcarcelables. Por lo tanto, 
salvo la del artículo 35, que la utilizábamos para la penalización de la marihuana, todos los demás 
estupefacientes, como la cocaína, caían en delitos inexcarcelables. En 1998 se cambió la ley y, en 
cierto sentido, se hizo más severa porque se habló de que había que penalizar otras figuras. Pero - 
¿Qué se hizo?- se bajaron todos los mínimos. Entonces, ahora todos los verbos típicos que contienen 
esos artículos, desde el 30 hasta el 35, establecen un mínimo excarcelable. Eso quiere decir que la 
persona puede solicitar la libertad provisional en cualquier estado de la causa y tiene derecho a 
hacerlo. 


Hemos visto, por ejemplo, alguna persona que tenía una cantidad superior a la que se 
presume que puede usar para su consumo -lo cual es bastante aleatorio, porque un Juez puede 
entender que cinco lágrimas excede el consumo y otro que no- pero, en general, la experiencia indica 
que no se encuentran personas que tengan más de cinco a diez gramos y sólo por otros indicios se 
puede llegar a la conclusión de que comercializa pasta base. Esa persona tendrá siempre una pena 
mínima de tres años. Como la ley no distingue entre suministro gratuito y oneroso, puede haber 
convidado a un compañero con una lágrima de pasta base y por esa razón tendrá que ir a la cárcel por 
tres años. Eso no se compadece con la dosimetría penal del Código porque, como saben los señores 
Senadores, un homicidio tiene una pena que es excarcelable. Entonces, estamos castigando, sin 
discriminación, a cualquier persona que haga cualquier transacción de pasta base con una pena 
altísima y con un mínimo inexcarcelable. Eso llenará, necesariamente, las cárceles. 


Además, como lo expresa el proyecto de ley, el consumidor de pasta base tiene un perfil que, 
necesariamente, lo llevará a convidar a un compañero, y con eso tendremos una cantidad tremenda de 
gente en la cárcel. En la práctica diaria se puede apreciar cuáles son los delitos de pasta base a los 
que se llega; muy raramente se llega a un traficante. ¿Por qué tenemos esto? Porque tomamos un 
modelo para tipificar estos delitos -que no es el de nuestro Código- que tiene unos treinta verbos 
típicos y puede caer en cualquiera de esas hipótesis: comercialización, suministro o venta. Esto viene 
de un modelo anglosajón -que no es el que nosotros usamos- y da una amplitud tan grande, que tal 
vez haya que pensar en revisar toda la legislación sobre drogas y estupefacientes y eso nos daría la 
pauta de cómo penalizar a un narcotraficante y a una persona que suministra gratuitamente a un 
amigo. 


SEÑOR FERREIRA.- Señor Presidente: como acá se hizo alusión a vidas anteriores, yo voy a 
atenerme exclusivamente a mi vida actual, aunque considero un riesgo excesivo haberme puesto un 
micrófono enfrente; lo digo para aquellos que me conocen de mi vida anterior. 


Hablando en serio y muy brevemente, me senté a la derecha de la Presidenta para que los 
juristas quedaran a su izquierda y fueran evacuando las dudas desde el punto de vista técnico. Es 
cierto -creo que es la gran virtud del aporte que hicimos a pedido de los señores Senadores- que el 
mérito de esto se ha debido al esfuerzo que se ha realizado para llegar a una visión política 
consensuada del tema. Además de una muy disfrutable y excelente relación personal entre los 


miembros del Consejo Directivo y de la Institución, hasta ahora hemos compartido la visión global de 
los temas que se nos han dado a consideración. Aclaro que la expresión de asesoramiento 
estrictamente jurídico la redactaron los juristas y por eso me alejé un poco del asunto. De todas 
maneras, le solicité a la Presidenta que me permitiera hacer una pequeña reflexión con relación a la 
pregunta del señor Senador Moreira sobre el planteo de alternativas. En ese sentido, señalo que en la 
convocatoria que se nos hizo se nos pidió que comentáramos el texto legal y punto, y eso fue lo que 
hicimos, lo que no obsta a que después de esta sesión los integrantes del Consejo Directivo podamos 
conversar y plantear algunas alternativas. Por lo pronto, surge claramente la idea de tener una 
cosmovisión del problema, antes que apuntar al zurcido de los puntos más débiles. Me parece -no he 
consultado a mis colegas- que nosotros vinimos preparados para comentar el proyecto de ley en 
discusión, pero si es de interés de la Comisión que planteemos propuestas alternativas a nivel de 
asesoramiento -aspecto que está dentro de nuestras competencias-, lo haríamos con gran gusto. 


Finalmente, agradezco al señor Presidente y al señor Senador Moreira que haya realizado el 
planteo en esos términos. 


SEÑOR LORIER.- Quiero saludar y expresar la satisfacción y el honor que siento por contar con la 
presencia de todos los integrantes del Instituto. 


Si tuviéramos que ubicar el núcleo de su pensamiento en este material, lo podríamos 
encontrar en el segundo párrafo del punto 5, que figura en la página 9, donde dice: “En este marco, la 
Institución Nacional de Derechos Humanos recomienda que el análisis de las acciones que las 
instituciones competentes deban implementar para garantizar los derechos humanos de toda la 
población en situaciones que implican violencia o criminalidad se desarrolle aplicando el concepto de 
política pública sobre seguridad ciudadana antes definido, contemplando simultáneamente medidas 
preventivas; operativo-institucionales y normativas”. Acá podemos encontrar el núcleo de una política 
global, que es lo que ustedes observan, y no -como recién decía el señor Ferreira- algo que tenga que 
ver con lo particular, aunque en determinado momento pueda ser muy importante abordarlo. Desde ese 
punto de vista, comparto que necesariamente deberemos tener otra reunión para ver de qué se tratan 
esas otras medidas. 


Recuerdo que en el proceso de selección hablamos de ampliar el concepto de Derechos 
Humanos a aquellos vinculados a los de segunda, tercera y cuarta generación, que tienen que ver con 
un conjunto de problemas que vive nuestra población, que abonan ese campo para que prosperen las 
situaciones de las que hoy estamos hablando en particular. Por eso, comparto plenamente -quizá en el 
día de hoy, por problemas de tiempo y de preparación, ni nosotros ni ustedes podamos hacer ese 
abordaje- que ahí está la médula de la visión que tienen ustedes, y que nosotros podemos compartir, 
en cuanto a la necesidad de abordar políticas integrales y no solo aspectos parciales. Ahora bien, como 
para eso necesitamos profundizaciones y ampliaciones en otros aspectos, compartimos lo que se ha 
dicho en la última intervención; creo que está en el espíritu de todos los integrantes del Instituto 
abordar el tema en próximas reuniones. 


SEÑOR ROSADILLA.- También saludo a los miembros del Directorio del Instituto Nacional de 
Derechos Humanos. 


Quisiera destacar que, como método, me parece sumamente importante que el trabajo se 
presente en forma escrita porque sirve como guía y permite detenerse en algunos temas. Coincido con 
el Senador Lorier en que allí está lo central de este tema. Sin pretender entrar en polémica con 
quienes nos visitan, quiero decir que esto es lo que existe; estas son solo dos normas, dentro de un 
conjunto que, como es de público conocimiento, responden a una iniciativa que pretende ser integral - 
se podrá discrepar con ella, o no- y que está acompañada de otro conjunto de normas -y vendrán más- 
que, de acuerdo con la visión del Poder Ejecutivo, buscan un enfoque multisectorial, integrador de 
distintas políticas. Ese es un objetivo explícito que estuvo en el discurso del Presidente el 19 de junio, 
en la conferencia de prensa brindada el 20 y en el documento allí entregado, así como en los debates 
públicos. Reitero que podrá haber discrepancias con esto, se podrán marcar debilidades o carencias, 
pero objetivamente esa es la intención con que el Poder Ejecutivo viene avanzando en el tema y los 
proyectos que hoy tenemos a consideración son solo dos, de los cinco -si mal no recuerdo- que se 
encuentran a consideración del Parlamento. 


Hay un tema que me preocupa del proyecto y si han leído las actas lo habrán notado. El 
tema tiene que ver con la observación que ustedes realizan en el punto 4.7 el que, de alguna manera, 
está proyectado y ampliado con el 4.8. Si es posible, me gustaría que se extendieran en el punto pues 
para mí es problemático, aunque si allí está todo dicho, me daría por satisfecho. 


SEÑORA GUIANZE.- Creo haberme extendido sobre el punto; además, no sé cuál es la interrogante. 


Como ustedes sabrán, los delitos son excarcelables y cuando no hay pena de penitenciaría 
la persona puede pedir la excarcelación provisional en cualquier estado de la causa. La pena de 
penitenciaría es a partir de dos años; aquí se fija en tres años, que es un guarismo muy severo y que 
no contempla ninguna posibilidad de salir de ese cerco. Esto implica tanto a una señora que tiene un 
quiosco y que para ayudar a los hijos vende pasta base, como a un narcotraficante. Pero un 
narcotraficante con una cantidad impresionante de marihuana u otra droga muy nociva tiene derecho a 
la excarcelación provisional, derecho que no tiene el pequeño vendedor de pasta base. Ustedes saben 
que la pasta base se vende en algunos almacenes de barrio, como también lo hacen algunos 
muchachos que andan en barra los fines de semana. De pronto, un fin de semana alguien de una barra 
le da una lágrima a un compañero y esa persona pasa tres años en la cárcel. Por eso, nos pareció que 
habría que buscar alguna manera de romper ese cerco y que no se penalice indiscriminadamente con 
tres años de mínimo en cualquier situación en que la pasta base esté de por medio. 


Se buscó una definición que habla de impurezas producto de la elaboración y/o adulteraciones 
no aptas para el consumo humano, pero qué pasa cuando se le pone talco o maicena, esta última apta 
para el consumo humano, también se le pone cafeína. La experiencia me indica que la pasta base de 
ahora no es igual que la de antes. La de ahora está muy estirada y ya no genera aquellos tremendos 
problemas de salud por los cuales los muchachos se morían. En realidad, en la actualidad a algunos 
prácticamente habría que procesarlos por estafa porque venden una cosa tan estirada que es puro 
talco. En esos casos van a ser sentenciados a tres años de penitenciaría y parece que la dosimetría 
penal está absolutamente alterada; si uno compara con otros delitos el bien jurídico tutelado para la 
salud pública, ¿cuál es? ¿Es tan nocivo para la salud pública? Habría que verlo. 


SEÑOR ROSADILLA.- Exactamente, ya había atendido la primera explicación en torno al conjunto de 
verbos que rodeaban este artículo en su descripción original. Quien nos visita agrega ahora lo que para 
mí era central que quedara expresado y creo que también lo dice el artículo que tenemos a 
consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto de ley a consideración tiene dos temáticas: la primera, referida a 
quienes están vinculados a los centros de reclusión. Independientemente de que todos somos 
conscientes de que tenemos que tener funcionarios honestos, mecanismos de control y demás, 
sabemos que existe una frontera complicada. Más allá de que debemos ser muy cuidadosos con el 
Derecho y con los equilibrios correspondientes, estos responden a las señales que se envían en 
función de los delitos. Por ejemplo, si un homicidio está penado con tal o cual cantidad de años, una 
falta de tránsito no podría tener el doble de pena, porque todo debe tener una correspondencia. De 
todas maneras, el hecho de que exista una señal clara de la sociedad en cuanto a que en esa frontera, 
donde se está custodiando a los presos y donde las nuevas modalidades implican recursos muy 
poderosos, ese delito es un agravante y aumenta la pena a un tercio más, puede complicar la 
correspondencia. Incluso hay presos que ni siquiera piden la libertad condicional porque prefieren 
quedarse recluidos en ciertas condiciones -y no estar afuera- para gobernar parte de sus negocios 
desde ahí. 


Tal vez pudiéramos encontrar un texto jurídico que nos permitiera mandar esa señal. Ustedes 
opinan desde la Institución, desde el cargo que les hemos dado y el rol que deben jugar, pero también 
tienen que comprender que nosotros lidiamos con otros roles. 


Obviamente, cuando el Poder Ejecutivo manda el texto rompe con la correspondencia porque 
hay delitos de homicidio que son excarcelables y este caso no lo sería, quitándole al Juez su 
flexibilidad caso a caso. Hoy los Jueces o los Fiscales ya están pidiendo condenas no excarcelables - 
estamos hablando de gente pesada-, años de penitenciaría por los artículos 30 al 34 del Decreto- Ley 
N? 14,294, y siempre está el artículo 35 para delitos que están en la frontera de la duda. Esa duda deja 


de serlo cuando el delito es reiterado y se mantiene cuando la persona es primaria o la cantidad de 
droga que tiene en su poder no es suficiente como para pensar que está vinculada al tráfico. Ahora se 
agrega un elemento controvertible porque si una persona hoy lleva cocaína a una boca de venta se 
enfrenta a un delito excarcelable pero si la misma persona el día de mañana lo que lleva es pasta 
base, no podrá ser excarcelada. 


Estamos ante algo complejo, pero es cierto que el Gobierno ha querido diferenciar las drogas 
y sacar, por ejemplo, la marihuana de la ilegalidad -camino que considero acertado-, pero 
respecto de otras droga, ha optado por recorrer el camino de penalizar más su tráfico, 
independientemente de que no se haya acertado con la figura legal. Hoy en día el alcohol es una droga 
legal cuya propaganda en la televisión está permitida, como hasta hace poco también lo estaba la 
publicidad del cigarrillo, que es la droga más adictiva de todas. Como todos sabemos, el hábito de 
fumar cayó en desgracia pero hasta hace poco tiempo si uno no fumaba quedaba un poco afuera de 
todo. En mi caso, como nunca fumé también sufrí, porque el hecho de no fumar no era muy bien visto. 
Además, hay otras drogas que están son ¡legales pero tienen diferentes performances. Parecería que 
ahora se empieza a dar a la marihuana su justo lugar y lo mismo se pretende hacer con otras drogas 
más complejas como la pasta base. Respecto a esta última, todos los que estamos aquí hemos ido 
aprendiendo y sabemos que como es una droga fumable -se incinera-, algunos de sus agregados 
nocivos se queman y no se fuman. A su vez, otros como la cafeína -que es el agregado que más se 
utiliza- sí terminan en los pulmones. Cabe destacar que luego de la nicotina, la cafeína ocupa el 
segundo lugar en generar adicción, y junto con la base de cocaína termina conformando la pasta base 
final. Esta droga genera un daño muy importante y por eso nos parece bueno dar una señal, más allá 
de que la figura jurídica no sea la correcta. Entendemos que es importante que quienes trafican tengan 
claro que se va a penalizar aquellas drogas que hacen daño a muy corto plazo. Por lo tanto, felicitamos 
a quienes nos visitan por el documento que han elaborado porque ayuda a la reflexión y les pedimos 
toda la colaboración que puedan dar en abordajes más concretos. Evidentemente, no les estamos 
pidiendo que cambien su rol -la política pública sobre derechos humanos es algo que nos corresponde- 
y sin pretender cambiar el nuestro, estamos intentando encontrar un punto común en estas dos 
carreteras que plantea el proyecto de ley. Lo cierto es que nadie sabe por qué se mezclaron; si se 
hubieran elaborado dos proyectos separados habría sido más entendible. El objetivo es encontrar 
algún abordaje que nos permita compatibilizar las políticas internacionales, nacionales y la normativa 
que ustedes mencionan, con las políticas públicas para dar las señales que se pretende y que que a 
veces están reñidas con el Derecho. 


Por tanto, serán bienvenidos los insumos que nos puedan brindar. 


Dado que tenemos otra visita, sugiero no abordar el siguiente tema. Quedaría pendiente esta 
segunda tarea, que en realidad debería hacerse a la velocidad de la luz, si bien es cierto que la 
infraestructura que ustedes tienen en este momento en el Parlamento no ayuda, aunque algunos 
estamos colaborando. Con relación a la otra cuestión tenemos un poco más de tiempo. 


SEÑOR PASQUET.- Ante todo, me sumo al saludo a los miembros de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos, a quienes deseo éxito en su ardua labor. 


Quiero formular una pregunta muy concreta. Aquí se dijo que no hay una base de datos 
objetivos, ciertos, sobre la cual se pueda trabajar. Ahora bien, recuerdo que esporádicamente el 
Ministerio del Interior publica cifras sobre los delitos que se cometen bajo los efectos del alcohol y los 
que se cometen bajo los efectos de la droga o en procura de ella; si no me equivoco, los porcentajes 
son 24% y 26%, respectivamente. ¿Esta Institución entiende que esos datos no son confiables, que no 
son completos y no reflejan un período lo suficientemente extenso como para servir de base para un 
trabajo fundado en ellos? En suma, quisiera saber por qué motivo se considera que no es útil la 
información que periódicamente difunde el Ministerio del Interior 


SEÑOR FAROPPA.- El planteo de la Institución no contiene una crítica a la información que produce 
algún organismo del Estado en particular; simplemente tenemos en cuenta una situación que se da no 
solamente en este caso, sino también en otros, como por ejemplo, en el proyecto de ley que tiene que 
ver con las infracciones penales cometidas por personas menores de 18 años. 


La lectura sistemática de las diferentes fuentes de información permite apreciar que muchas 
veces los datos son contradictorios. Por ejemplo, la información que surge del Ministerio del Interior y 
de la Suprema Corte de Justicia, a veces no está realmente consolidada. ¿Por qué? Porque utilizan 
diferentes indicadores y separan las franjas de delito de distinta manera. Entonces, en el marco de las 
recomendaciones que debemos hacer -teniendo en cuenta lo que establecen los artículos 1* y 4* de la 
Ley de creación de la Institución Nacional de Derechos Humanos-, planteamos la necesidad de que el 
Estado cuente con un registro único de información que sea realmente confiable y permita que se 
conozcan las fuentes de donde ella surge. Por supuesto que esto no es una crítica -no nos 
corresponde hacerla-; simplemente planteamos que dentro de los estándares universales en materia 
de Derechos Humanos, el acceso a la información de calidad en todo sentido es un principio básico 
para el ejercicio de muchos otros derechos. En este caso, fundamentalmente lo es para la planificación 
y la ejecución de políticas de seguridad ciudadana realizadas con una base objetiva, donde se pueda 
trabajar sin que se generen cuestionamientos. Un ejemplo que siempre se utiliza para ilustrar esto, es 
el de los indicadores en materia económica, que rara vez son cuestionados por los distintos 
operadores; si el Estado dice que la inflación es de tal cifra y que está proyectada a otra cantidad 
determinada, o que el Producto Bruto Interno es equis, podrá comentarse, pero por lo general no hay 
cuestionamientos. Sin embargo, cuando se habla de si aumentaron o no determinados delitos, o de si 
hay más participación de tal o cual edad, se generan debates, tanto entre las mismas instituciones del 
Estado como entre otros operadores, como las organizaciones especializadas. De ahí surge el planteo 
de la necesidad de seguir mejorando este aspecto, para poder contar con información objetiva y más 
certera. 


En cuanto al planteo general que hacía el señor Presidente, tendremos que discutirlo en el 
ámbito del Consejo Directivo de la Institución Nacional de Derechos Humanos, pero siempre dentro del 
marco de nuestra competencia, que ya está determinada. Salvo excepciones, no somos expertos en 
Derecho Penal; integramos una Institución de Derechos Humanos, lo que es otra cosa. Por supuesto 
que podemos aportar ideas, pero desde el punto de vista de la normativa nacional e internacional en 
materia de derechos humanos, contar con un sistema que establezca delitos y penas, que sea 
armónico, equilibrado y valore claramente una distinción entre una conducta y otra de acuerdo a la 
lesividad, es algo que da seguridad y certeza al sistema jurídico. Quienes deben plantear tal cosa no 
somos nosotros, sino el legislador, al que le compete determinar cuáles son aquellas conductas que se 
consideran delictivas en una sociedad y cómo se las castiga. Lo que sí establecemos, desde el punto 
de vista de ciertos derechos -fundamentalmente, los que tienen que ver con los principios del Derecho 
Penal y de los Derechos Humanos, así como también con el debido proceso legal-, es que debe existir 
una adecuada ponderación entre las diferentes conductas y sus sanciones. 


Volviendo a lo que planteó la doctora Guianze, hay que ver si hoy la sociedad uruguaya, a 
través de sus representantes, entiende que suministrarle una lágrima de pasta base a un amigo es tan 
grave como ser un narcotraficante que trae toneladas de drogas de cualquier tipo al país. Si esto no es 
así, quizás la norma debería hacer una distinción más objetiva. 


SEÑOR LORIER.- En base al planteo del señor Presidente, así como también a la exposición del 
doctor Faroppa y a la urgencia que tenemos para legislar en la materia, propongo a nuestros invitados 
que nos ayuden a lograr la compatibilización -es decir, la relación adecuada- que debe existir entre las 
penas y los delitos. Estamos trabajando contra reloj, por eso consulto a nuestros invitados si podemos 
contar con su colaboración a los efectos de tener un texto lo antes posible, quizá en dos o tres días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La exhortación ya está hecha, pero no los podemos obligar. 


SEÑORA GUIANZE.- Creo que debemos tener presente cuál es el límite de nuestras atribuciones. Lo 
digo porque podría ocurrir que me alejara de mis atribuciones y me enfocara en el Derecho Penal, que 
es un tema que ya conozco dado que trabajé en él. Sin embargo, nuestra función no es esa, sino ver si 
las normas son acordes a los estándares internacionales y si se respetan las disposiciones por las que 
el Uruguay está obligado. Entonces, podemos hacer algo con un carácter más general, por ejemplo, 
una sugerencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les haremos llegar la versión taquigráfica lo antes posible, ya que allí figuran 
las opiniones vertidas por los señores Senadores. A su vez, teniendo en cuenta las exhortaciones que 


algunos señores Senadores hemos realizado, podrán analizar cuál es el marco legal por el cual pueden 
realizar los aportes, o no. 


SEÑOR DA ROSA.- Dado que mantendremos otra reunión para analizar las medidas de corte 
preventivo que pudieran existir para enfrentar este problema, quisiera realizar una breve consideración. 
Me gustaría que en esa próxima instancia se profundizara sobre un tema que ha sido muy polémico y 
ha tenido opiniones a favor y en contra: la internación compulsiva de los adictos a la droga. No es un 
tema sencillo, pero entiendo que desde el punto de vista preventivo -no represivo- es un elemento a 
considerar dentro de la problemática que tenemos actualmente en la sociedad. Por eso digo que me 
gustaría que se profundizara un poco más, a la luz de nuestra legislación, de nuestros antecedentes y 
de la legislación internacional, para saber cómo se ve este tipo de medida que se ha estado 
anunciando y que posiblemente sea adoptada. 


SEÑORA MOREIRA (Constanza).- Tengo entendido que el Instituto Nacional de Derechos Humanos 
ya ha sido invitado -si no lo ha sido, lo será próximamente- a asistir a la Comisión de Salud Pública 
para referirse al proyecto de ley de internación compulsiva, iniciativa que será analizada luego de la 
Rendición de Cuentas. 


Por mi parte, recojo la sugerencia del señor Ferreira -al igual que lo hiciera el señor Senador 
Lorier- en cuanto a la posibilidad de contar con su colaboración en la redacción de un texto alternativo. 
Obviamente, nuestros invitados conocen la Ley de creación de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos mucho mejor que esta Senadora, pero tengo entendido que las recomendaciones legislativas 
están entre las potestades del Organismo. 


SEÑORA PERALTA.- Efectivamente, tal como señala la señora Senadora Moreira, realizar 
recomendaciones legislativas está dentro de nuestras potestades. Ello surge claramente de lo 
establecido en los literales H) e 1) del artículo 4%, así como también del espíritu de la Institución. De 
manera que podemos hacerlo. Quizás el límite esté dado por lo que señaló en su momento el señor 
Presidente: dado que el objetivo o propósito fundamental de la ley es la concordancia, la difusión y 
protección en materia de derechos humanos, así como la armonía institucional y legislativa -referido 
esto a las prácticas institucionales-, quizás en alguna materia -esta u otra- la Institución pueda 
considerar que no tiene nada para proponer porque, de pronto, eso es lo mejor. No sé si se entiende lo 
que quiero decir. En definitiva, puede suceder que haya un vacío de propuestas. 


SEÑORA MOREIRA (Constanza).- Créame que siempre es mejor proponer. 


SEÑORA PERALTA.- Por mi parte, reitero que hacer recomendaciones está dentro de nuestras 
potestades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos estamos metiendo en un campo más complejo. 


SEÑORA PERALTA.- Entiendo que siempre es mejor proponer, pero el objetivo y el espíritu de la 
Institución es la promoción y protección de los derechos humanos y su concordancia con nuestras 
obligaciones nacionales e internacionales en la materia. 


SEÑORA GONZÁLEZ GUYER.- Agradecemos a todos y cada uno por invitarnos a la Comisión, por 
habernos escuchado y formulado las preguntas planteadas. Les aseguramos que vamos a discutir el 
tema para ver exactamente qué es lo que podemos ofrecer como colaboración. 


Finalmente, quisiera recordarles que nuestro organismo se llama “Institución Nacional de 
Derechos Humanos” y no “Instituto”; esta aclaración forma parte de una lucha que venimos llevando en 
todos los ámbitos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los integrantes de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos. 


(Se retiran de Sala la señora Presidenta, Soc. Mariana González, y los miembros del 
Directorio de la Institución Nacional de Derechos Humanos.) 


(Ingresa a Sala la doctora Mariana Malet.) 


-La Comisión de Constitución del Senado le da la bienvenida a la señora Fiscal de 
Adolescentes, doctora Mariana Malet, quien ha sido convocada para abordar uno de los proyectos de 
ley que están a estudio. Ahora bien, como se optó por considerar la otra iniciativa, es probable que, de 
existir alguna inquietud, en otra oportunidad la volvamos a convocar. 


SEÑORA MALET.- Buenas tardes a todos y agradezco a la Comisión que me haya recibido. 


Tenía particular interés en intervenir en esta discusión, máxime teniendo en cuenta mi doble 
carácter: Fiscal de Adolescentes y Profesora de Derecho Penal, Grado 4 de la Universidad de la 
República y Profesora de posgrado de cursos en materia de niñez y adolescencia, actividad que 
desarrollo desde hace aproximadamente diez años. Más allá de que el tema de los menores fue 
considerado como algo menor, siempre me importó abordarlo, al igual que el de la adolescencia. 


Si bien me voy a abocar al análisis de las modificaciones contenidas en el proyecto del Poder 
Ejecutivo, conviene señalar que, como existen también otras propuestas de reforma, las utilizaré 
tangencialmente para referirme tanto a soluciones que nos parecen parcialmente mejores que las del 
Poder Ejecutivo, como a planteos coincidentes con este que, creemos, no son convenientes. 


El Poder Ejecutivo proyecta tres modificaciones: cambiar el elenco de las infracciones que el 
Código denomina “gravísimas”; introducir un procedimiento abreviado a través de un nuevo numeral 
16), agregado al artículo 76, y crear el artículo 116 bis que, de aprobarse, producirá relevantes efectos. 
El mismo consiste en establecer un régimen especial y más duro para quienes tienen entre 15 y 18 
años y cometan algunas de las infracciones gravísimas efectuadas con violencia y con el efecto de la 
privación de libertad por un lapso mínimo de doce meses. Además, se prevé la remisión obligatoria de 
los antecedentes a la Justicia Penal de adultos, para que se expida sobre la responsabilidad de los 
padres. 


Voy a referirme a la evaluación del Código. Aunque con relación a las normas penales el 
Código de la Niñez y la Adolescencia significó un progreso respecto de lo que antes regulaba la 
conducta infraccional de los adolescentes, presenta defectos en esta temática que sería importante 
tener en cuenta, aun en una ley de reforma parcial. Pero no es precisamente la presencia de un 
guarismo mínimo de privación de libertad lo que creemos que debería modificarse, aunque 
entendemos esta postura dado que se ha explicado la errónea decisión de algún juez como provocada 
por la benignidad del Código, así como se ha confundido a veces en la prensa y presentado como si 
fuera el lapso de la medida definitiva, lo que en realidad el juez impone en carácter de medida cautelar; 
asimismo, el perjuicio que han ocasionado las fugas para favorecer el descreimiento en el sistema 
judicial, cuando estrictamente en este caso deberían dirigirse las críticas al sistema de ejecución de las 
medidas. ¿Por qué no se establece un guarismo mínimo para las medidas? En primer lugar, porque se 
consideró que el encierro es la última ratio conforme al artículo 40 de la Convención de los Derechos 
del Niño, que es lo que se refleja en el Código. Al dejar librada al magistrado la decisión, se permite 
que en la serie de matices que se dan en la consumación de un tipo penal se pueda tomar la medida 
de privación de libertad -o cualquier otra de las medidas previstas- acorde a las circunstancias. Claro 
que en la práctica, cada vez en menor proporción, se puede elegir entre las alternativas a la prisión, 
porque se ha reducido la instrumentación de las medidas diferentes. 


En cuanto a las infracciones gravísimas y la privación de libertad, con la reforma se apunta a 
asegurar el encierro por un plazo determinado, tanto al establecer el umbral mínimo para algunas de 


las infracciones consideradas como las más graves, como al impedir que se pueda lograr la libertad 
anticipada en un plazo no inferior a la mitad de la medida cumplida; tres cuartos en el proyecto del 
Partido Independiente -o sea 9 meses- y dos tercios en el del señor Gandini, o sea 8 meses. 


Un tema que me gusta tratar es la confusa clasificación de las infracciones en graves y 
gravísimas. Esta clasificación tiene un gran contrasentido; partir de la distinción hace pensar que el 
codificador pretendió, en base al principio de intervención mínima, involucrar a los adolescentes en el 
Derecho Penal juvenil sólo a partir de conductas ontológicamente graves. Sin embargo, el mecanismo 
de reenviar a todas las figuras penales del régimen de mayores demuestra que, dentro de lo que en el 
área juvenil se llama infracción grave, en el régimen de adultos algunas de esas infracciones son 
calibradas como conductas de muy menor entidad. 


Con respecto a los cambios en el elenco de infracciones gravísimas propuestos, el Poder 
Ejecutivo opta por hacer algunos en el elenco de infracciones que componen las categorías de graves 
y gravísimas y sustituye, entre estas últimas, el homicidio simple por los homicidios calificados de los 
artículos 311 y 312. Esto, en principio parece correcto; desde el momento en que se pueden estar 
dando casi todos los requisitos de una legítima defensa, es lógico que el homicidio simple quede entre 
las infracciones graves, sin perjuicio de que en el caso concreto pueda llevarse el quantum punitivo a la 
privación de libertad con guarismos altos. No obstante, aunque estamos de acuerdo en la distinción 
referida para situaciones en que juega el instituto de la legítima defensa parcialmente, de todas formas, 
no se contempla la situación, por ejemplo, de la violencia doméstica. En el caso de defensa incompleta 
propia o de un familiar, se mantiene como infracción gravísima al poner el artículo 311 en el primer 
numeral. Además, se podría haber suprimido directamente la referencia a los artículos 311 y 312, pues 
quedan incluidos en el numeral 9 ya que al referirse al monto de las penas -otra variable manejada por 
el Código de la Niñez y la Adolescencia-, los delitos de homicidio especialmente y muy especialmente 
agravado resultan atrapados. Por esa razón, no estaban en el texto actual. 


Por otra parte -esto me parece importante- se establece la paradoja de que la rapiña, aun 
cuando el medio utilizado sea solo la amenaza, en grado de tentativa e incluso con la participación 
secundaria que implica la complicidad, se instale entre las gravísimas. Esto tiene un resultado 
importante en cuanto a las consecuencias porque cuando se trata de una rapiña violenta, de un 
muchacho entre 15 y 18 años, tendrá una medida mínima de un año de privación de libertad, conforme 
al artículo 116 bis. Pensemos en el caso de quien quedó de campana en una rapiña frustrada por la 
resistencia de la víctima, a la que sin embargo se intentó -sin armas- arrinconar. En el proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo, si el adolescente está entre 15 y 18 años -incluso siendo primario- 
automáticamente tendrá un año de privación de libertad, sin perjuicio del instituto de la libertad 
anticipada. 


Las exigencias normativas internacionales y locales hacen que sea mucho más matizada la 
individualización de la medida y no pueda considerarse sólo la variable de la gravedad del hecho, 
jugando allí hipótesis en que aún conductas graves pueden constituir una situación ocasional en la vida 
del adolescente, que no debería obligar a encerrarlo. Véase el numeral 4, del artículo 40 de la 
Convención de los Derechos del Niño, que en cuanto a la variedad de medidas, establece que “Se 
dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión”, 
etcétera, y luego agrega “para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su 
bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción”. 


Con esta reforma se va también contra la previsión de la Convención, ya que el mismo 
artículo 40 dice que la privación de libertad será el último recurso e inspirado en ello está este numeral 
12 del artículo 76 del CNA, que en una redacción en las antípodas de la proyectada, dispone: “La 
privación de libertad se utilizará solo como medida de último recurso y durante el período más breve 
que proceda. Deberá fundamentar por qué no es posible aplicar otra medida distinta a la privación de 
libertad”. 


Me parece más acertado considerar el cómputo de las agravantes que está en el proyecto de 
ley del Partido Independiente. ¿Por qué lo agregan? Porque en la interpretación del texto vigente se ha 
manifestado por la amplia mayoría de los operadores del sistema penal juvenil, que no pueden tomarse 
en cuenta las agravantes previstas en los delitos del Código Penal para las infracciones ejecutadas 


por los adolescentes, conforme a la redacción actual del 73. Esta interpretación, que si bien se apoya 
en el texto, lo hace parcialmente, a mi criterio -aunque estoy muy sola en esta posición- constituye una 
distorsión de la realidad. Descartar las distintas posibilidades de intensidad, mayor o menor, de la 
conducta -más especificamente del injusto o la culpabilidad- también afecta la equidad de la sanción. 


Por otra parte, en la práctica, el descarte teórico de las agravantes constituye una ficción al 
resolver las situaciones concretas, ya que efectivamente es muy distinto cometer una rapiña solo 
intimidando con la prepotencia de la amenaza verbal, que extrayendo un cuchillo y apoyándolo en el 
cuello de la víctima. Esto se pondera efectivamente -aunque no se diga en la argumentación- y se 
traduce en que los Jueces consideran en los hechos la agravante y valoran de forma muy distinta una 
rapiña con armas, que un empujón para quitar un objeto. La base de la proporcionalidad de la que se 
parte lleva a que necesariamente se evalúe la forma de comisión de la acción. En definitiva, estamos 
ante un fraude de etiquetas, ya que difieren las consecuencias según existan o no esas alteratorias, 
influyendo no solo en la naturaleza de la medida sino en su duración. 


En el caso de uno de los delitos más graves, como es el homicidio muy especialmente 
agravado previsto en el artículo 312 del Código Penal, la jurisprudencia finalmente aceptó llamarlo 
como lo que es y así se toma en cuenta, ya que matar a un comerciante en el curso de una acción 
delictiva para rapiñarlo es muy distinto a la legítima defensa incompleta, a la que ya nos referimos. 


Por lo tanto, no nos parece desacertado, como lo propone el Partido Independiente en su 
redacción del artículo 73, especificar que deben examinarse las agravantes para determinar la 
responsabilidad. Repetimos que esto se hace hoy en los hechos, aunque la redacción actual no se 
interprete así, por lo que es positivo clarificar la situación. Agreguemos que no va en contra de la 
Convención, la que prevé partir de la proporcionalidad para efectuar el reproche. 


En cuanto a la privación de libertad, el elenco de las infracciones gravísimas es muy 
importante porque, como vimos, tiene el efecto de que, cumplida la condición de violencia -la 
exposición de motivos agrega la alarma social- en alguna de esas infracciones cometidas por un 
adolescente con quince años o más, tanto la medida cautelar como la socioeducativa deben ser de 
privación de libertad. 


En otros proyectos, más duros en otros aspectos, sin embargo se permite que el Juez se 
aparte de esa regla inflexible del proyecto del Poder Ejecutivo, aunque con fundamentación expresa de 
dicho apartamiento. Por supuesto, siempre en una posición contrapuesta a la exigencia actual de la 
fundamentación cuando, con aparente apartamiento de la Convención, se establece la privación de 
libertad. De todas formas, abre una posibilidad que el proyecto del Poder Ejecutivo no permite. 


Con respecto al lapso de un año, es clásica la referencia a la subjetividad con que vemos el 
tiempo, las condiciones en que esté transcurriendo y, fundamentalmente, la edad de la persona. Así 
como cuando volvemos a un lugar que recorríamos de niños lo vemos espacialmente siempre más 
pequeño, las percepciones diferentes también se tienen en lo temporal. La sensación sobre el 
transcurso del tiempo que tiene un adolescente es distinta a de un mayor de edad. Por lo tanto, cuando 
se fijan mínimos de cualquier internación, sin olvidar además las condiciones en que se vive en 
nuestros establecimientos de internación, hay que ponderar estos factores. Un año para un 
adolescente en relación a los años vividos ocupa un lapso de su existencia muy distinto al de una 
persona de treinta, cuarenta o más años. 


Un instrumento que podría mejorar el régimen actual es el siguiente. No fue una solución feliz 
que un proceso con tantos puntos de contacto con el procedimiento penal se rija subsidiariamente por 
reglas de un proceso civil que en temas como los recursos contra las decisiones judiciales, presenta 
bastantes matices en sus efectos -suspensivo, diferido, etcétera-, que crean dudas al aplicarlas en un 
juicio que debería ser más simple. Quizá esté en la base de esta posición aproximar el tema a los 
Tribunales de Familia, que son los que se quiso que tuvieran competencia en la segunda instancia. 


Nos encontramos en procesos muy rápidos que, sin embargo, para lograr la sentencia firme 
en plazos a veces de más de seis o siete meses, culminan con la apelación automática o la 


interposición de recursos. 


Para enfrentar las eventuales arbitrariedades de los Jueces, tanto por su benignidad como por 
la exageración de la medida que impongan, creemos que se debe explorar el recurso de apelación, 
que en la discusión que se ha planteado parece olvidarse. Es decir, hay mecanismos de control en un 
Estado de Derecho que se aplican eficazmente, como en la sede penal de mayores, y permiten 
controlar las decisiones por los órganos de alzada en cada caso concreto. 


Cabría volver los recursos mucho más expeditivos en la Justicia de adolescentes, con la 
posibilidad cierta de que la apelación del Fiscal sea eficaz y no suceda que en los casos en que el 
Ministerio Público entienda que el Juez fue muy benigno, carezca de eficacia la apelación, tanto de la 
medida cautelar como del propio fallo definitivo. 


Algún triste caso que adquirió notoriedad al ser dejado en libertad el menor por no dictarse la 
sentencia en plazo, en espera de los informes del lugar de internación, sirvió para reforzar la hipótesis 
de que las decisiones absurdas de los magistrados tienen un alto grado de probabilidad de producirse. 
Aclaremos que con cualquier código, si el magistrado no tiene la ponderación necesaria, siempre es 
posible tomar decisiones absurdas. Lo que debe instrumentarse son medios para neutralizarlas en los 
casos concretos y no con leyes malamente generalizadoras, porque caemos en el criterio de que para 
evitar benignidades puntuales nos vamos a las decisiones generales más duras con efecto general. 


En cuanto al procedimiento abreviado -con respecto al cual estoy en contra-, es fundamental 
que los actos procesales -como dice el artículo 10 del Código General del Proceso- “se realicen sin 
demora” o en un plazo razonable según el Pacto de San José de Costa Rica. Creemos que este 
principio también en el proceso de menores es vital. Como vimos, las particularidades de los “tiempos” 
para los jóvenes, medidos de muy distinta manera que por los adultos, exigen juicios que, sin perder 
las garantías, sean rápidos. 


Solo basarse en la conformidad de las partes para optar por un proceso abreviado ya se 
transitó en nuestro país con el Código del Proceso Penal y no se usó. 


El caso de que la reforma busque un proceso abreviado cuando no hay demoras importantes 
no nos parece de recibo. También deja de ser razonable un plazo que por su brevedad impide una 
decisión ponderada cuando se juzga situaciones difíciles de desentrañar. 


Según la propuesta, cabe que las partes acuerden resolver incluso sobre la privación de 
libertad con un mínimo de un año en pleno turno, en un clima que no es el mejor para pedir la medida 
ni para rebatirla ni para resolverla. Sentimos que se trata con cierta superficialidad lo que es un 
momento trascendente para el adolescente. La referencia a que los informes se confeccionarán por el 
equipo técnico en la audiencia, implica que se está haciendo mención a los que se requieren cuando la 
medida es de internación. En la exposición de motivos se dice que el proceso abreviado atiende a las 
hipótesis donde la infracción es gravísima y la situación procesal aparece como muy clara, pero el texto 
que quedó en el articulado no hace distingos. Por otra parte, no se advierte a cuál equipo técnico se 
refiere, ya que el artículo 76, en sus numerales 6 y 7, enfoca los informes técnicos del lugar de 
internación. 


En un momento en que los lapsos de prolongación de los juicios no son un problema en los 
casos de menor envergadura, no tiene mayor sentido plantear, como una cuestión a resolver, la 
duración del juicio. En la propuesta del Código de mayores a estudio del Parlamento, el juicio 
abreviado tiene la lógica de reducir el número muy alto de presos sin condena e incluso se propugna 
que la medida cautelar tenga la naturaleza de tal y el uso del procesamiento con prisión está 
restringido. Aquí, por el contrario, se busca que desde el principio el rigor de la medida se sienta por el 
joven, en un proceso que no tiene el problema de contar con un alto porcentaje de internados sin 
sentencia firme. En ese mismo artículo, a continuación, se establece que la eventual carencia de 
informes no obsta a que el juez dicte sentencia, lo que confirma que también estamos hablando de los 
internados. 


Los efectos de la internación obligatoria. Reconocido que la rapiña es una de las infracciones 
más frecuentes, en una variada gama que va desde la que linda con el arrebato a la que llega a 
lesionar para obtener las pertenencias del otro, no se han hecho análisis sobre la repercusión que 
tendrá en el número de la población que estará en la cárcel de adolescentes. Hoy, cuando se 
argumenta contra la benignidad de los jueces, nos encontramos que son atacados desde distintos 
flancos ya que también se señala por los defensores de los derechos de los niños cómo ha aumentado 
el número de los privados de libertad, que hoy superan los 450. Cabría preguntarse a qué benignidad 
nos referimos. 


Es difícil pretender cumplir la meta de las doctrinas re: resocialización, reinserción desde el 
sistema judicial, pero casi imposible hacerlo bajo un sistema de privación de libertad y peor en las 
condiciones en que se cumple ese encierro en el Uruguay, en la situación de los lugares hacinados. 


En cuanto a los lugares de internación precisamente, ya hubo algunas exposiciones sobre la 
probabilidad de que colapsen los locales -está el estudio de Sayagués-, donde el hacinamiento es hoy 
una realidad que conspira, aun cuando existan las mejores intenciones para volverlos ámbitos donde 
procurar algo parecido a la educación con que se califica la medida. Nuestro país a través del Comité 
de los Derechos del Niño, la Organización Mundial contra la Tortura, recibe visitas periódicas a los 
centros de internación monitoreando la ejecución de las medidas socioeducativas. El informe del 
Relator de Naciones Unidas contra la Tortura, Manired Novak, no hace mucho aseveró que no existe 
una política de intervención socioeducativa que exige el Código, predominando el encierro, el 
aislamiento y la discrecionalidad en el manejo de los reglamentos. 


En estos días estuvieron en nuestro país representantes de la Organización Mundial contra la 

Tortura; no me voy a detener porque lo deben tener fresco en la memoria. En mayo de este año el 

Secretario Letrado de la Suprema Corte recibió el informe del Comité de Observadores de la Niñez, en 

el que se señaló la total falta de higiene del Ser, la mugre acumulada, el agua en las celdas, los baldes 

donde se acumulan las evacuaciones, sin abrigo, las celdas no tienen luz, las ventanas carecen de 

vidrios, además, falta cualquier actividad programada en el transcurso del día. Se percibe un clima 

-lógicamente- de violencia y resentimiento, con dos mujeres que tienen que lidiar con 41 

internos. No hubo ningún cambio desde el anterior informe de 2011. En cuanto a Piedras, la situación 

está mejor aunque no hay programa de actividades ni solos ni con sicólogo o asistente social. Hay una 
maestra una hora por semana. 


La carencia de un Juez de ejecución y las dificultades de relacionamiento entre el juzgado y el 
lugar de cumplimiento de la medida conspiran contra un control más seguro del trabajo de la institución 
que desarrolla el cumplimiento de las medidas, lugar que, como la cárcel, es un punto vulnerable a la 
corrupción, con la ausencia, además, de la actuación del Comisionado Parlamentario y sus funciones 
de supervisión, el cual existe para el sistema carcelario. 


Una palabra -y termino- sobre la responsabilidad de los padres. Acá se hace hincapié en su 
responsabilidad, imponiendo la comunicación inmediata al Juez en lo Penal para que decida sobre su 
responsabilidad, estimándose nuevamente la desconfianza contra los magistrados de adolescentes 
que ellos no deben evaluar si es un caso que amerita remitirlo o no a la sede criminal. Agreguemos 
que, por supuesto, aun cuando se advierta que la familia puede ejercer una importante contención 
sobre el adolescente de 15 años o más, el proyecto descarta la posibilidad de que sea en la casa que 
se cumpa el arresto, exigiendo la privación de libertad. Por último, en este punto, recordemos que en la 
realidad de nuestros Juzgados -ya se ha dicho acá- los adolescentes provienen mayoritariamente de 
familias uniparentales en las cuales la Jefa del Hogar es la mujer, que ha hecho frente a 
responsabilidades que el hombre ha olvidado hace bastante tiempo, desapareciendo. Realmente, uno 
se pregunta si siempre, sí o sí, hay que remitir los antecedentes de las actuaciones para que 
respondan ante un Juez de lo Penal esa clase de Mujeres. 


Muchas gracias. 


SEÑORA MOREIRA (Constanza).- Sugiero si quien hoy nos visita nos puede dejar el material por 
escrito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a tomar también una serie de referencias y de proyectos presentados 
en la Cámara de Representantes para que queden en poder de los diferentes señores Senadores y 
Senadoras. 


Agradecemos la visita de la doctora Mariana Malet, Fiscal de Adolescentes. 


No quiero olvidar mencionar que tenemos que tratar un proyecto de ley referido a ANDA para 
ampliar el tema comercial. Si no hubiera observaciones, tal vez lo podríamos resolver antes de la 
Rendición de Cuentas porque, de lo contrario, quedaría postergado más de tres meses y refiere a 
garantías para las pequeñas y medianas empresas. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 53 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


